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El presente trabajo tiene por objeto aunar los esfuerzos del Gobierno Nacional junto a los Gobiernos Provinciales para implementar mecanismos de búsqueda, la armonización de estadísticas y la unificación de las bases de datos de niños, niñas y adolescentes que se encuentran extraviados o sustraídos. En este sentido, este trabajo se referirá concretamente a la creación del Registro Nacional de Información de Personas Menores Extraviadas, y a la imperiosa necesidad de nuestra provincia de adecuarse a esta normativa.

Registro Nacional de Información de Personas Menores Extraviadas

El Registro Nacional de Información de Personas Menores Extraviadas (en adelante el Registro) ha sido creado dentro de la órbita del Programa Nacional de Prevención y de la Sustracción y Tráfico de Niños y de los delitos contra su Identidad. Este Programa funciona en la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación y   tiene entre sus objetivos principales diseñar políticas nacionales de prevención de la sustracción y tráfico de niños, como así también coordinar y articular sus acciones con las de todos aquellos organismos e instituciones de la Administración Pública Nacional, centralizada y descentralizada, que intervienen en cualquier instancia en la problemática de la desaparición de niños, niñas y adolescentes a efectos de elaborar y establecer prácticas y procedimientos a aplicar en cada caso. Asimismo, encontramos entre sus objetivos esenciales desarrollar acciones tendientes a garantizar el acabado cumplimiento de las normas que regulan la adopción y la identificación de los recién nacidos, priorizando el mejor interés de las niñas, niños y adolescentes y diseñar programas tendientes a la concientización de la comunidad, a la orientación a mujeres embarazadas y a la protección y fortalecimiento del vínculo materno-filial, promoviendo la permanencia de los niños y niñas en su núcleo de origen y la oportunidad de su armónico desarrollo psicofísico y social, entre otros.

En el ámbito del Programa de Prevención de la Sustracción de niños fue creado en el año 2003 el Registro Nacional de Información de Personas Menores Extraviadas, por ley 25.746
, reglamentado por el Decreto 1005/03. Dos años más tarde, el Decreto 163/05, que aprueba la estructura organizativa del primer nivel operativo del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, estableció  que la organización de dicho Registro Nacional dependería de la Dirección Nacional de Asistencia Directa a Personas y Grupos Vulnerables de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación.

Originalmente el Registro fue concebido como una herramienta de política criminal y un buen auxiliar de la Justicia Penal y de Menores, puesto que la información que brinda ayuda a identificar y perseguir delitos que tienen como víctimas a niñas, niños y adolescentes. Entre ellos, las apropiaciones ilegales, la venta y el tráfico de bebés y de órganos y la trata con fines de explotación sexual y laboral infantil. En este sentido, el Registro constituye una herramienta eficaz e indispensable puesto que posibilita recibir y procesar la información relativa al extravío o desaparición de niñas, niños y adolescentes que podrían haber sido víctimas de los delitos en cuestión. Para ello se está gestionando la articulación de organismos similares en países limítrofes e impulsando desde la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación una nueva base de datos que facilite dicha articulación. 

Además, en el marco de la Ley 26.061, el Registro debe y puede desarrollarse como un instrumento para el diseño y ejecución de las políticas públicas dirigidas a la protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, porque centraliza y archiva información valiosa que permite identificar, prevenir y asistir situaciones de vulnerabilidad social o de negligencia, maltrato y abuso intrafamiliar e institucional que afectan a los niños y constituyen graves problemas sociales aunque no necesariamente configuren figuras delictivas. Este organismo permite también poner en marcha los mecanismos del Estado para lograr el fin último que es la aparición de los chicos que faltan de su hogar.

Según lo dispuesto por el artículo 2 de la Ley 25.746, el Registro tiene por objetivo centralizar, organizar y entrecruzar la información en todo el país en una base de datos sobre las niñas, niños y adolescentes que son buscados por sus familiares o adultos responsables de su cuidado, con la correspondiente a aquellos que son encontrados en la vía pública o se hallan alojados en instituciones de asistencia y resguardo sin datos de filiación o identificación, y también con los resultados de las búsquedas emprendidas por los organismos pertinentes (policía, fiscalías y juzgados intervinientes). La comunicación inmediata de estas situaciones al Registro Nacional por parte de los organismos que disponen información sobre las mismas, ya sea porque reciben primariamente las denuncias o porque intervienen directamente en el proceso de investigación y seguimiento judicial de los casos, está establecida en el artículo 3  de la ley y definida en los artículos 3 y 4  del correspondiente  Decreto Reglamentario. 
En virtud de los mismos resultan obligadas las fuerzas de seguridad, policiales o autoridades judiciales, quienes deben dar inmediata comunicación al Registro de todo extravío, pedido de paradero o sustracción  de niñas, niños y adolescentes de los que tomaren conocimiento y los establecimientos de dependencia oficial o privada que reciben a personas menores de edad  para su atención transitoria, para su internación o para su alojamiento transitorio o permanente, quienes deben comunicar al Registro cualquier ingreso de una niña, niño o adolescente, siempre que no esté acompañado de su madre, padre, tutor o guardador, dentro de las 12 horas de ocurrido, incluyendo datos identificatorios o circunstancias  del hecho. 

El incumplimiento de estas obligaciones por parte de los organismos pertinentes, determina que el Registro se vea imposibilitado de cumplir con la función para la cual fue creado, porque no dispone de información suficiente y adecuada para entrecruzar y producir resultados útiles a los procesos de búsqueda y localización, y tampoco podría generar estadísticas confiables sobre las situaciones descriptas. 

Es por ello que se plantea la necesidad de una doble vía de acción:

Una dimensión operativa, en la que se están llevando a cabo una serie de acciones tendientes a encontrar a las niñas, niños y adolescentes extraviados y brindar la ayuda y asistencia a los familiares de los mismos. Entre estas acciones se encuentra las relativas a las formas de anoticiamiento de tal situación a las autoridades competentes, es decir, cómo y dónde efectuar la denuncia por el extravío de una niña, niño o adolescente con el objeto de reducir al máximo posible el tiempo transcurrido entre la denuncia y la toma efectiva de acciones.

La segunda vía de acción se refiere a una dimensión preventiva, en la que se propone realizar una fuerte labor de concientización y difusión de riesgos. Se trataría de una etapa de Capacitación y Publicidad a efectuarse en hospitales, escuelas, terminales de transporte, fuerzas de seguridad, juzgados de familia, entre otros.

Es importante destacar que el Programa cuenta también con un departamento SOCIAL y un departamento de GRÁFICA en el cual se lleva a cabo una constante actualización de las fotos de las personas que se trata de localizar. En este sentido, se propone una búsqueda continua y rápida en todo el país a los fines de que sea realmente efectiva.

De este modo y sin lugar a dudas, el accionar de los jueces se verá favorecido de esta manera propiciando una eficaz labor de búsqueda, como así también la planificación de acciones preventivas, mediante un trabajo integral de capacitación para evitar este flagelo.

¿Cuál es el escenario actual de esta temática en nuestra provincia y en el resto del país?


El escenario actual en esta temática refleja una situación institucional heterogénea de las provincias en cuanto al manejo de la información y control de los registros locales, en caso de que los hubiera, sumado a la escasa difusión y conocimiento del Registro Nacional, los recursos existentes y de la Ley de creación. A ello se le suma la falta de reconocimiento y articulación del Registro Nacional con los organismos que configuran el Sistema de Protección integral de Derechos y actúan a nivel local, como son las escuelas, centros comunitarios, centros de salud, etc. Puede observarse también el incumplimiento o cumplimiento deficiente, moroso e irregular de la obligación de informar al Registro Nacional las denuncias de extravío, el informe de hallazgos y el resultado de las búsquedas por parte de las dependencias de seguridad, los tribunales y las fiscalías intervinientes en dichas situaciones debido en gran medida a los obstáculos mencionados. Es menester mencionar que una dificultad importante en el funcionamiento del Registro Nacional consiste en la ineficiencia de las tecnologías de la comunicación. En este contexto, la provincia de Mendoza no es ajena. 

Consta en las estadísticas nacionales publicadas en los informes del Registro Nacional de los años 2007 y 2008, que nuestra provincia reportó en el 2007 la búsqueda de cinco personas menores de edad, constituyendo el 0,16% del total de denuncias recibidas por el Registro ese año, y en el año 2008 reportó tres casos, constituyendo el 0,19% de total de denuncias recibidas por el Registro Nacional en el 2008. 

Es necesario destacar que las nuevas autoridades del Registro Nacional, la coordinadora Profesora Cristina Fernández junto a  su equipo de trabajo, han asumido en sus funciones en enero del 2009. El nuevo equipo responsable del Registro Nacional ha advertido una serie de obstáculos en el funcionamiento del Registro, entre otros que la cantidad de expedientes que actualmente se encuentran en los archivos no refleja la realidad de nuestro país. Se han encontrado con varios casos de niñas, niños y adolescentes que efectivamente fueron hallados y que no se había dado de baja a esos expedientes. Por lo que gran parte de la labor actual del equipo consiste en rastrear uno a uno los expedientes que constan en el registro y revisar la situación de cada caso concreto a los fines de dar cierre al expediente según corresponda. Por lo que podemos decir, que al día de la fecha se están revisando las estadísticas más recientes con el objetivo de que las mismas arrojen resultados fehacientes. 

Otra de las actividades primordiales del equipo del Registro Nacional en la actualidad consiste en visitar las provincias de nuestro país a fin de publicitar el funcionamiento del Registro y tender redes de acción coordinada con las provincias. Así, al día de la fecha se ha iniciado contacto con las provincias de Mendoza, San Juan, Misiones, Salta, Jujuy, Chubut, Santa Fe, Catamarca, Tucumán, Formosa y Chaco. En muchas de estas provincias ya se están llevando a cabo capacitaciones con las fuerzas de seguridad y funcionarios del área de Derechos Humanos.  Asimismo, en algunas de ellas se han creado los respectivos Registros Provinciales en concordancia con la Ley 25.746.

Es necesario destacar que las autoridades del Registro Nacional visitaron recientemente la provincia de Mendoza y se reunieron con representantes del Ministerio de Gobierno, Justicia y Derechos Humanos, Ministerio de Seguridad, Dirección de Infancia, Niñez, Adolescencia y Familia (DINAF), Consejo Provincial de Niñez y Adolescencia, Fuerzas Policiales y de Seguridad, como así también con destacadas Juezas del Fuero de Familia con el objeto de interiorizarse acerca del modus operandi en nuestra provincia con respecto a esta problemática.  Asimismo, es valioso destacar que el Registro Nacional cuenta con un equipo focalizado en la región de Cuyo quienes están trabajando en un mapa de la situación de la región y los que trabajarían en conjunto con nuestro equipo local.

De este contacto inicial surgieron varias propuestas. Entre ellas, la imperiosa necesidad de colaboración, organización y coordinación entre estos organismos provinciales a fin de dar cumplimiento a lo normado por la Ley 25.746, sus respectivos decretos reglamentarios, la Ley 26.061, y concretamente los artículos 7, 8 y 35 de la Convención de los Derechos del Niño. 

Entre estas iniciativas, se ha designado recientemente por decreto del ejecutivo a la Dra. María José Ubaldini, Directora de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Gobierno, Justicia y Derechos Humanos de nuestra provincia como enlace con el Registro Nacional. También, en el corto plazo se está organizando una capacitación en este tema a personal de las fuerzas de seguridad, y se está gestionando una mesa de trabajo con representantes de los tres poderes provinciales a los fines de elaborar un proyecto de ley sobre la creación de un Registro Provincial.

En cumplimiento de los objetivos y acciones perseguidos por esta Ley resulta imperioso aunar esfuerzos en el ámbito estatal, con reparticiones oficiales, organismos no gubernamentales y estamentos de la sociedad civil, contra cualquier violación de los derechos de las niñas, niños y adolescentes reconocidos en la Constitución Nacional y en los Tratados Internacionales con jerarquía supra legal, fortaleciendo de este modo el sistema representativo, republicano y federal de gobierno.


La Provincia de Mendoza no puede permanecer ajena a esta problemática y seguir trabajando sin coordinación con la consiguiente falta de celeridad, eficiencia y eficacia debido a la dispersión de la información y a la carencia de mecanismos útiles y ágiles para la búsqueda y localización de niños, niñas y adolescentes, en cumplimiento de lo establecido por la normativa vigente. 


Estamos convencidos de que el mejor medio para lograr un conocimiento cabal de la realidad de los niños, niñas y adolescentes extraviados, sustraídos o abandonados en nuestra provincia y en el país, es contar con un registro único que centralice y organice la información que, fragmentada y parcializada, poseen los juzgados, los organismos asistenciales de minoridad, las fuerzas de seguridad y las Organizaciones No Gubernamentales. 


Creemos esencial un esfuerzo coordinado y conjunto de diversos actores sociales a los fines de que nuestra provincia cree un Registro Local en concordancia con la Ley 25.764. La colaboración y armonización de los datos estadísticos de las provincias y la Nación sería una eficaz herramienta para la prevención de la sustracción de niños, niñas y adolescentes, como así también para implementar mecanismos de búsqueda rápidos y eficientes, y para la realización de estadísticas fidedignas que puedan plasmarse en políticas públicas concretas de conformidad con el Sistema Integral de Protección de Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes.

� Abogada del foro local egresada de la Universidad Nacional de Cuyo, Mediadora, Magíster en Administración Pública (Iowa State University, EEUU). Asesora Legal de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Gobierno, Justicia y DDHH de la Provincia de Mendoza. Docente universitaria en la Facultad de Ciencias Económicas y Jurídicas de la Universidad del Aconcagua, Mendoza.


� B.O. 02 de Julio de 2003. Reglamentado por Decreto 1005/2003 (B.O. N°: 30.267 del 31 de Octubre de 2003)
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